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ADMISIBILIDAD
FERNANDO RODRIGUEZ GONZALEZ 
MÉXICO
12 de julio de 2010

I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Fernando Rodríguez González y Carlos Fernando Rodríguez Ramírez (en adelante “los peticionarios”), el 30 de septiembre de 2004
, en nombre de Fernando Rodríguez González (en adelante “presunta víctima”). La petición se presentó en contra de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “el Estado” o “el Estado mexicano” o “México”), y alega su detención ilegal y tortura, así como su posterior condena a prisión en un juicio sin respeto de las normas de debido proceso, que incluye la utilización de una confesión obtenida bajo tortura.
2. Los peticionarios alegan que el Estado mexicano es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 5 (integridad personal), 7 (libertad personal), 8 (garantías judiciales), 9 (principio de legalidad y retroactividad), 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), en concordancia con la obligación general del artículo 1.1 del citado instrumento internacional. Además, aducen la violación de los artículos 1, 6 y 10 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Afirman que agotaron todos los recursos judiciales que la ley mexicana prevé. 

3. Por su parte, el Estado sostiene que la petición debe ser declarada inadmisible por no desprenderse de los hechos narrados violaciones a los derechos humanos. Aduce que los peticionarios pretenden que la Comisión revise las actuaciones de los órganos jurisdiccionales internos actuando como una cuarta instancia. El Estado no controvierte los argumentos de los peticionarios respecto del agotamiento de los recursos internos. 

4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 8, 9 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado, así como de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura respecto de Fernando Rodríguez González. Por otro lado, la Comisión Interamericana declara que esta petición es inadmisible con respecto a la supuesta violación del artículo 24 de la Convención Americana. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 30 de septiembre de 2004 la Comisión recibió la petición vía correo electrónico, siendo sellada el 1 de octubre de 2004 y le asignó el número 980-04. 

6. El 3 de noviembre de 2006, la CIDH transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado mexicano, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH. La respuesta del Estado fue recibida el 13 de febrero de 2007.

7. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios en las siguientes fechas: 9 de noviembre de 2004, 22 de mayo de 2007, 12 de septiembre de 2007, 10 de octubre de 2007, 3 de junio de 2008, 21 de agosto de 2008, 29 de diciembre de 2008, 22 de enero de 2009, 4 de junio de 2009, y 4 de enero de 2010. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.

8. Por otra parte, la CIDH recibió observaciones del Estado en las siguientes fechas: 9 y 15 de agosto de 2007, 28 de noviembre de 2007, 23 de enero de 2008, 26 de septiembre de 2008, 13 de marzo de 2009, y 10 de septiembre de 2009. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
Los peticionarios

9. Los peticionarios alegan que Fernando Rodríguez González y María Eugenia Ramírez Arauz, fueron procesados por el homicidio de José Francisco Ruiz Massieu. Sostienen que las detenciones en su contra fueron producto de las declaraciones de Daniel Aguilar Treviño rendidas el 28 de septiembre de 1994 bajo tortura. 

10.  Informan que el 4 de octubre de 1994, María Eugenia Ramírez Arauz fue trasladada por elementos de la Policía Judicial Federal a instalaciones de dicha agencia donde fue torturada por elementos de la policía, mediante golpes, insultos, humillaciones y violación sexual. Indican que sus hijos Carlos Fernando, entonces de 13 años de edad y María Fernanda, de 8, fueron llevados en forma violenta a las estaciones de la Policía Judicial Federal para aumentar la presión que se ejercía sobre su madre, y obligarla a incriminarse e incriminar a Fernando Rodríguez González en el homicidio de José Francisco Ruiz Massieu. Informan que tres días después, María Eugenia Ramírez fue consignada al Reclusorio Preventivo Varonil Sur y confinada, horas después, sin que mediara orden judicial, en la prisión del Estado en Almoloya de Juárez, fuera de la jurisdicción de los órganos judiciales del Distrito Federal, en una cárcel para hombres sentenciados y en total incomunicación. Denuncian que las torturas a las que habría sido sometida María Eugenia Ramírez Arauz le causaron “lesiones en oídos, infección vaginal y úlceras en las partes nobles”.

11. Según los peticionarios, Fernando Rodríguez González fue detenido el 10 de octubre de 1994 por elementos de la Policía Judicial Federal. Indican que en los dos días y medio que estuvo detenido en las instalaciones policiales, fue torturado, siendo mantenido despierto todo el tiempo, golpeado en los oídos hasta quedar sordo, atado de pies y manos tirado en el suelo con los ojos vendados, se le aplicó agua mineral por la nariz hasta casi asfixiarlo y los oficiales brincaban en su estómago. Sostienen que posteriormente el Visitador General de la Procuraduría General de la República lo obligó a firmar una declaración sin leer. Alegan que el 12 de octubre de 1994 Fernando Rodríguez González fue trasladado al penal de máxima seguridad CEFERESO No. 1 de Almoloya de Juárez. Informan que el parte médico arrojó que la presunta víctima llegó al penal con “timpanitis bilateral”. Una vez ahí, estuvo totalmente incomunicado por un período de siete meses, sin que se le permitiera hablar con familiares o con su defensor, hasta el 26 de junio de 1995, fecha en que fue trasladado al Reclusorio Preventivo Varonil Sur del Distrito Federal. 

12. Alegan que Fernando Rodríguez González fue procesado por  los delitos de homicidio y tenencia de arma reservada al uso del ejército nacional y María Eugenia Ramírez Arauz, por el delito de homicidio
. El proceso quedó radicado en un juzgado penal federal del Distrito Federal y el tribunal dictó sentencia condenatoria el 20 de marzo de 1995. Posteriormente, la sentencia fue apelada (Toca penal 84/95-IV) y el Cuarto Tribunal Unitario en materia penal, absolvió a María Eugenia Ramírez Arauz de los cargos de homicidio y a Fernando Rodríguez González de los cargos de tenencia ilegal de armas reservadas al uso del ejército, pero mantuvo su responsabilidad penal en el delito de homicidio. Manifiestan que durante el proceso penal 78/94, en cada uno de los recursos de impugnación presentados, denunciaron la ilegalidad de la detención, enjuiciamiento y condena, por estar basadas en declaraciones obtenidas bajo tortura.

13. Aducen que la jurisdicción federal no era competente para investigar y procesar a la alegada víctima, porque el homicidio es competencia de la jurisdicción estadual, no federal. En este sentido alegan que la razón por la cual Fernando Rodríguez González fue sindicado por el delito de tenencia ilegal de armas reservadas al uso del ejército, fue para atraer la competencia de los tribunales federales. La jueza de primera instancia del fuero federal fundó su competencia en el artículo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales de fecha 30 de agosto de 1934, que establece “[…] en caso de concurso de delitos, el Ministerio Público Federal será competente para conocer de los delitos del fuero común que tengan conexidad con delitos federales, y los jueces federales tendrán, asimismo, competencia para juzgarlos. […]”

14. Alegan que son inconstitucionales las normas del Código Federal de Procedimientos Penales que permiten que las autoridades federales conozcan de delitos del fuero común cuando sean cometidos en conexidad con delitos del fuero federal. Motivan su afirmación en que de acuerdo a la Constitución, aquellas facultades que no están expresamente concedidas a los funcionarios federales, se encuentran conferidas a los Estados y por tanto, al Poder Federal no les está permitido invadir la esfera de competencia de los Estados, aún cuando cualquier ley secundaria les ordene, permita o autorice lo contrario. 

15. Frente a la sentencia condenatoria de fecha 19 de diciembre de 1996, indican que la presunta víctima interpuso un recurso de amparo reclamando que la aplicación del artículo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales fue violatoria de sus garantías individuales porque en el tiempo en que sucedieron los hechos, la Constitución no establecía competencia constitucional para que el fuero federal conociera delitos cuya competencia corresponde al fuero común.
16. Señalan que hubo una reforma constitucional el 3 de julio de 1996, que adicionó un segundo párrafo a la fracción XXI del artículo 73, que estableció que “las autoridades federales podrán conocer también de los delitos del fuero común cuando éstos tengan conexidad con delitos federales”. La reforma se realizó cuando el proceso penal en su contra se había iniciado y meses antes de que el Tribunal Unitario dictara resolución condenatoria el 19 de diciembre de 1996. Posteriormente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo interpuesto por la presunta víctima, hizo referencia a la modificación constitucional y validó la competencia federal. Por ello alegan que se contravino el principio de irretroactividad.
17. Por otro lado, afirman que la instancia que investigó, detuvo y consignó a la presunta víctima fue creada con posterioridad a la fecha de los hechos. Al respecto, alegan que después de que la autoridad federal tomó posesión del caso, se creó la figura de Subprocuraduría Especial el 29 de diciembre de 1994 y, a pesar de que Fernando Rodríguez González había sido detenido el 10 de octubre de 1994, dicha nueva instancia continuó con la investigación de su caso. 
18. Indican que el Contralor Interno de la Procuraduría General de la República promovió una investigación administrativa contra los funcionarios responsables de los actos de tortura cometidos contra Fernando Rodríguez González y María Eugenia Rodríguez Arauz (expediente administrativo No. 508/95 en contra de Jorge Anastasio Stergios Gómez y otros). Alegan que la investigación concluyó que Fernando Rodríguez González y otras personas fueron obligados a firmar sus declaraciones mediante amenazas y violencia y que María Eugenia Rodríguez fue agredida física, moral y sexualmente mientras estuvo detenida para obligarla a firmar.

19. Según los peticionarios, con motivo de este procedimiento, la Procuraduría General de la República sancionó al ex visitador general a 20 años de inhabilitación para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público, así como a otros servidores públicos involucrados. Paralelamente, dicha dependencia instruyó las averiguaciones previas SE/005/95-2 y SE/006/95-03 en las que se ejercitó acción penal en contra de Jorge Anastasio Stergios y otros, como probables responsables de los delitos de abuso de autoridad, ejercicio indebido de servicio público, tortura, intimidación, contra la administración de justicia y encubrimiento, dando lugar al proceso penal 91/95 radicado ante el Juzgado Primero de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal. El 29 de junio de 1998, indican que se determinó la responsabilidad penal de todos los inculpados únicamente por el delito de abuso de autoridad. Sin embargo, sostienen que el 28 de abril de 2000, al resolver el recurso de apelación presentado por los servidores públicos sentenciados, el Cuarto Tribunal Unitario del Primer Circuito resolvió que los agentes de la policía judicial federal no eran penalmente responsables del delito de abuso de autoridad, ordenándose su inmediata libertad. 
20. Alegan que la sola sanción administrativa de las personas denunciadas por tortura no representa, a su criterio, un cumplimiento del deber del Estado de sancionar debidamente actos de tal gravedad. Sostienen además, que se les negó en reiteradas ocasiones copia de las sentencias de primera y segunda instancia del juicio seguido contra Jorge Anastasio Stergios y otros por lo que interpusieron queja administrativa No. 213/2000 ante el Consejo de la Judicatura Federal. El Consejo de la Judicatura confirmó, mediante resolución del 27 de marzo del 2001, la negativa de entregarles copia del expediente porque no eran parte de la causa y su representación era ejercida por el Ministerio Público. Denuncian que no se les permitió participar activamente en este proceso, ni practicar pruebas. Por lo tanto, afirman que se les ha violado su derecho de acceso a la justicia.
21. Argumentan que la pena privativa de la libertad a la que está sometido Fernando Rodríguez González se sustenta en las declaraciones arrancadas bajo tortura. Asimismo, sostienen que se le privó de un juicio imparcial e independiente en virtud de que intervino directamente en la investigación de los hechos iniciales, el hermano de la víctima del homicidio, Mario Ruiz Massieu, quien en ese momento se desempeñaba como Subprocurador General de la República, quien habría ordenado que la presunta víctima fuera confinada en un penal de máxima seguridad, lejos del lugar del desarrollo del proceso penal que se le seguía.

22. Denuncian que se violó el derecho al debido proceso de Fernando Rodríguez González, debido a que este estuvo totalmente incomunicado en el CEFERESO No. 1 durante los siete meses que duró la instrucción sumarial del delito que se le imputaba. Alegan que durante ese periodo vio indebidamente afectadas sus posibilidades de defensa en el proceso que se le instruía, y que estuvo asistido por defensores públicos diversos que nunca conocieron del expediente. Afirman que ante el reclamo por esta situación, el entonces Sub Procurador Especial designó a un ex agente del Ministerio Público como defensor privado de la presunta víctima, cubriendo la misma Procuraduría General de la República sus honorarios. 

23. En relación con los requisitos de admisibilidad, sostienen que agotaron los recursos internos conforme a las disposiciones contenidas en el artículo 46 de la Convención Americana. Indican que frente a la sentencia condenatoria de primera instancia de 50 años de cárcel de fecha 20 de marzo de 1995, se presentó un recurso de apelación. El 19 de diciembre de 1996, el Tribunal Unitario en Materia Penal dictó nueva sentencia condenatoria de 37 años 6 meses por el delito de homicidio, absolviéndose del delito de portación de arma de fuego reservada para uso exclusivo del ejército, armada y fuerza aérea. Se interpuso demanda de amparo directo ante el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal de Primer Circuito, organismo que el 28 de febrero de 2002, resolvió no amparar ni proteger a la presunta víctima. Finalmente, informan que interpusieron un recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que con fecha 30 de marzo de 2004 dejó firme la sentencia ejecutoria de 37 años 6 meses de prisión.
B. 
El Estado 

24. El Estado sostiene que la privación de libertad de la presunta víctima es resultado de una sanción penal, tras la determinación de responsabilidad penal que hizo un juez por su participación en el delito de homicidio. Asimismo, indica que la detención, procedimiento y proceso penal se llevaron a cabo con apego a lo establecido por la Convención Americana, sin que las autoridades judiciales se hayan apartado de la razón ni la ley al interpretarla y respetando sus garantías judiciales.

25. Informa que el 30 de septiembre de 1994, el Juez Undécimo de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal libró orden de aprehensión en contra de Fernando Rodríguez González debido a que existían suficientes elementos que permitían establecer su probable responsabilidad  en el homicidio de José Francisco Ruiz Massieu. El 10 de octubre de 1994 fue detenido por el delito de homicidio y portación de arma de fuego reservada para uso exclusivo del ejército. El 10  de octubre de 1994 Fernando Rodríguez González rindió declaración ministerial ante el Ministerio Público Federal y durante ese proceso fue asistido por una abogada defensora. El 13 de octubre de 1994 rindió su declaración preparatoria ante la autoridad judicial. 

26. Sostiene que el 20 de marzo de 1995, el Juez Undécimo de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal dictó sentencia condenatoria, encontrando a la presunta víctima responsable por el delito de homicidio y se le imputó una pena de 50 años de prisión. El Estado alega que la presunta víctima apeló la sentencia y en revisión, el Cuarto Tribunal Unitario confirmó, el 19 de diciembre de 1996 la sentencia de primera instancia, pero redujo la sentencia dictada a 37 años y 6 meses de prisión, decretando su libertad inmediata por el delito de portación de arma de fuego reservada para el uso exclusivo del ejército.

27. Según el Estado, la presunta víctima promovió recurso de amparo directo en contra de la sentencia emitida por el Cuarto Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, alegando la inconstitucionalidad de la sentencia definitiva del 19 de diciembre de 1996 como la resolución de marzo de 1995. La Corte Suprema, por resolución del 30 de marzo de 2004 dejó firme la sentencia.

28. Informa que de los diagnósticos elaborados se desprende que la presunta víctima recibió la atención médica necesaria durante su estancia en el Centro Federal de Readapatación Social No. 1 “Altiplano” y no reclamó ante las autoridades de dicho centro haber sido objeto de tortura, además que los médicos que lo atendieron no señalaron lesiones físicas o psicológicas resultado de tortura. Asimismo, en lo relativo a la investigación de la tortura física y moral que alega la presunta víctima, expresa el Estado que la queja fue atendida y sancionada conforme a derecho. 

29. Según el Estado, la sentencia condenatoria dictada en contra de Fernando Rodríguez González se derivó del análisis efectuado por las autoridades de la totalidad de los indicios presentados durante el juicio y no solamente de las declaraciones inculpatorias de la presunta víctima. Asimismo, sostiene que los alegatos de tortura no lo relevan de su responsabilidad de la comisión del delito de homicidio en agravio de José Francisco Ruiz Massieu.

30. Alega que la petición debe ser declarada inadmisible porque se ha comprobado que el peticionario tuvo acceso a todos los recursos ordinarios previstos en la legislación y el hecho que le fueron adversos no representa per se una violación a los derechos humanos. Asimismo, indica que los peticionarios no exponen hechos que caractericen violaciones a los derechos humanos garantizados por la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Al respecto, argumenta que la petición debe ser declarada inadmisible por considerar que los peticionarios pretenden que la Comisión Interamericana actúe como una cuarta instancia con respecto a las decisiones judiciales domésticas.

IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personæ, ratione loci, ratione temporis y ratione materiæ

31. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado de México se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que México es un Estado parte en la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Además, México es parte de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura desde el 22 de junio de 1987. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de México, Estado Parte en dicho tratado.  
32. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B. Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos

33. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

34. En el presente caso, las partes coinciden en que los peticionarios habrían agotado todos los recursos internos disponibles en el Estado mexicano para resolver su situación.  Los peticionarios sostienen que la presunta víctima intentó y agotó los recursos de la jurisdicción interna. El Estado, por su parte, afirma que la presunta víctima tuvo acceso a todos los recursos previstos por la ley interna, sin embargo los resultados de dichas resoluciones les fueron desfavorables. 
35. En efecto, la CIDH observa que frente a la sentencia condenatoria de primera instancia de fecha 20 de marzo de 1995 se presentó un recurso de apelación que fue resuelto el 29 de diciembre de 1996 con una nueva sentencia condenatoria de 37 años 6 meses por el delito de homicidio. Se interpuso un recurso de amparo directo que se sobreseyó el 28 de febrero de 2002. Frente a dicho recurso se interpuso un recurso de revisión que culminó con la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de fecha 30 de marzo de 2004, que dejó firme la sentencia ejecutoria de 37 años 6 meses de prisión.

36. Respecto del reclamo sobre la tortura, la CIDH observa que, en los casos en los que se alega tortura, que es un delito penal procesable de oficio en México, el recurso adecuado y efectivo es normalmente una investigación penal y un juicio. La CIDH nota que en 1995 se abrió una indagatoria para investigar los hechos de tortura, abuso de autoridad y ejercicio indebido de servicio público y el 29 de junio de 1998 se dictó sentencia condenatoria en contra de 10 servidores públicos únicamente por el delito de abuso de autoridad cometido en perjuicio de  María Eugenia Ramírez  Arauz, Fernando Rodríguez González y otros procesados. La sentencia fue apelada por los servidores públicos sentenciados ante el  Cuarto Tribunal Unitario del Primer Circuito que emitió su resolución el 28 de marzo de 2000 y estableció que los agentes de la policía no eran penalmente responsables del delito de abuso de autoridad, ordenándose su inmediata libertad.
37. El 30 de mayo de 2000, la presunta víctima, en su calidad de ofendido, promovió un recurso ante el Cuarto Tribunal Unitario en Materia Penal de Primer Circuito, mediante el cual solicitó copia certificada de la resolución emitida en el proceso penal. El 2 de junio de 2000 fue notificado de la negación de lo solicitado bajo el argumento de que la presunta víctima no tiene personalidad reconocida en el proceso penal, así mismo sus intereses estaban representados por el Agente del Ministerio Público de la Federación. Con fecha 5 de junio de 2000, la presunta víctima interpuso un recurso de queja en contra del juzgado penal respecto de la solicitud de expedición de copia certificada de la resolución expedida por el Cuarto Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito. La Comisión de Disciplina del Consejo de la Judicatura Federal resolvió el 27 de marzo de 2001 que la queja administrativa era infundada.

38. Con base en los términos del artículo 46 de la Convención y del artículo 31 del Reglamento;  y los antecedentes del expediente, la Comisión concluye que el requisito de previo agotamiento se encuentra satisfecho. En consecuencia, la Comisión Interamericana verifica que se han agotado los recursos previstos por la legislación mexicana y determina que la petición analizada cumple el requisito exigido en el artículo 46.1.a de la Convención.

2.
Plazo para presentar la petición

39. El artículo 46.1.b de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado en el plazo de seis meses contado a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final a nivel de la jurisdicción interna. 

40. En el presente caso la Comisión observa que la presunta víctima fue detenida el 10 de octubre de 1994 y posteriormente se inició un proceso penal en su contra por el delito de homicidio. En el transcurso del proceso y ante las alegaciones de tortura se inició un proceso penal para investigar los hechos que culminó con una sentencia de fecha 28 de marzo de 2000. El proceso penal por el delito de homicidio  contra la presunta víctima, dentro del cual la misma alegó haber sido torturado para coaccionar una confesión, continuó hasta el 30 de marzo de 2004, fecha en que la Suprema Corte de la Nación dictó sentencia definitiva al rechazar el Recurso de Amparo directo en revisión 654/2002. Habiendo sido presentada la petición el 30 de septiembre de 2004, la Comisión concluye que la presente petición cumple con el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención Americana.
3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales
41. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4. 
Caracterización de los hechos alegados
42. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de la presunta víctima.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo.
43. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.

44. El Estado ha alegado que la presente petición debe declararse inadmisible por no desprenderse de los hechos narrados violaciones a los derechos humanos. Aduce que los peticionarios pretenden que la Comisión revise las actuaciones de los órganos jurisdiccionales internos actuando como una cuarta instancia. Por su parte, los peticionarios alegan la violación de una serie de derechos consagrados en la Convención Americana y en la Convención para Prevenir y Sancionar la Tortura.
45. Con respecto al argumento planteado por el Estado, la CIDH reitera que es competente para declarar admisible una petición y fallar sobre su fundamento cuando ésta se refiere a una sentencia judicial nacional que ha sido dictada al margen del debido proceso, o que aparentemente viola cualquier otro derecho garantizado por la Convención. Si en cambio, la petición se limita a afirmar que el fallo fue equivocado o contiene errores bajo el derecho interno, la petición debe ser rechazada conforme a la fórmula de la cuarta instancia.
 En el presente caso los peticionarios han presentado alegatos sobre la presunta detención ilegal y tortura en contra del señor Fernando Rodríguez González, así como supuestas violaciones al debido proceso. En este sentido, la CIDH considera que los hechos alegados respecto de Fernando Rodríguez González, en caso de resultar ciertos, caracterizarían presuntas violaciones de los derechos garantizados en los artículos 5, 7, 8, 9 y 25 de la Convención Americana, todos ellos en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar los derechos, prevista en el artículo 1.1 de dicho instrumento internacional, así como en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

46. La CIDH considera que la información presentada no ofrece elementos que caractericen una violación a los derechos protegidos en el artículo 24 de la Convención Americana. 
V. CONCLUSIONES

47. La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y decide continuar con el análisis de fondo relativo a la supuesta violación de los artículos 5, 7, 8, 9 y 25 de la Convención Americana respecto de Fernando Rodríguez González, todos en concordancia con el artículo 1.1 de dicho instrumento internacional, así como de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención para Prevenir y Sancionar la Tortura..  

48. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos  5, 7, 8, 9 y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1  de dicho instrumento, así como en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de Fernando Rodríguez González. 

2. Declarar inadmisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones a los derechos reconocidos en el artículo 24 de la Convención Americana.

3. Notificar esta decisión a las partes. 

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Siliva Guillén, Rodrigo Escobar Gil y Luz Patricia Mejía Guerrero,  Miembros de la Comisión. 
El que suscribe, Santiago A. Canton, en su carácter de Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 47 del Reglamento de la Comisión, certifica que es copia fiel del original depositado en los archivos de la Secretaría de la CIDH.

Santiago A. Canton

Secretario Ejecutivo

� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� La petición Nº 980-04 fue recibida por vía de correo electrónico el 30 de septiembre de 2004 y sellada el 1 de octubre de 2004.


�  Los peticionarios indican que ambos fueron sindicados en la causa penal No. 78/94 (y su acumulado 90/94).


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr. 46.


� Ver CIDH, Informe No. 39/96, Caso 11.673, Santiago Marzioni (Argentina), 15 de octubre 1996, párr. 51; CIDH, Informe No. 40/06, Caso 11.214, Pedro Velásquez Ibarra (Argentina), 15 de marzo de 2006, párr. 52. 





